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ARAMEDA REBECA DE LOS ANGELES C/
IOMA S/AMPARO - CUESTIÓN DE
COMPETENCIA ART. 7 LEY 12.008 
(INCONST. ART. 17 BIS LEY 13.928)

AUTOS Y VISTOS:

I. La señora Rebecca de los Ángeles Arameda

promovió acción de amparo contra el Instituto de Obra

Médico Asistencial (IOMA) con el objeto de que se condene

a dicho ente a que le provea el total de la cobertura de

internación en el "Centro Integral de Rehabilitación de

Alta Tecnología" u otro que brinde un servicio

equivalente hasta tanto su condición médica lo requiera,

dada la discapacidad que padece como consecuencia de un

ACV sufrido en el 2017 y teniendo en cuenta que el

prestador que le venía impartiendo atención domiciliaria

le informó el cese del servicio una vez terminado el mes

de enero del corriente año.

II. La causa fue sorteada de conformidad con el

régimen establecido en las resoluciones de esta Suprema

Corte 1358/06 y 1794/06, cuya vigencia fue ratificada por

resolución 957/09, resultando adjudicado el Juzgado de

Garantías del Joven N°1 del Departamento Judicial de La

Matanza, cuyo titular hizo lugar a la medida cautelar

requerida por la parte actora y le ordenó al IOMA que en

el plazo máximo de diez días diera cumplimiento con un

cupo en un centro de rehabilitación de alta tecnología y
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afrontara todos los gastos que de allí se derivaran (v.

resol. de 5-II-2024).

III.1. Contra ese pronunciamiento la Fiscalía

de Estado interpuso recurso de apelación al entender que

no se encontraban reunidos los requisitos necesarios para

la procedencia del remedio cautelar otorgado, el cual,

tras ser concedido, recayó en la Cámara de Apelación en

lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín.

Sin embargo, sus magistrados declinaron la

competencia para entender en el asunto, al declarar que

la aplicación en el presente caso del art. 17 bis de la

ley 13.928, en cuanto establece que: "En las acciones de

amparo que se dirijan contra acciones u omisiones, en el

ejercicio de funciones administrativas, de los órganos de

la Provincia, los Municipios, los entes descentralizados

y otras personas, regidas por el Derecho Administrativo,

será Tribunal de Alzada la Cámara en lo Contencioso

Administrativo correspondiente a la jurisdicción donde

tramitara la acción", resulta inconstitucional.

III.2. Para arribar a esa conclusión acudieron

a los siguientes argumentos:   

III.2.a. El análisis de la constitucionalidad

de la norma resultaría procedente sin perjuicio de la

falta de planteo, puesto que la declaración oficiosa

puede y debe hacerse cuando las circunstancias así lo

exijan, ya que la congruencia constitucional de las

normas se le plantea a los jueces antes y más allá de

cualquier propuesta formulada por las partes.

III.2.b. El art. 20 de la Constitución

provincial establece que la garantía de amparo procederá
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"ante cualquier juez" y el art. 3 de la ley 13.928 que

"en la acción de amparo será competente cualquier juez o

Tribunal".

Con esa lógica, el art. 17 bis de la ley 13.928

resultaría contrario al texto constitucional en lo

tocante al juez competente, al establecer una

jurisdicción especial en cabeza de las cámaras de

apelación en lo contencioso administrativo soslayando la

garantía de juez natural, incurriendo en una vulneración

del principio de jerarquía normativa e infringiendo el

principio de competencia territorial, esto último atento

la intención legislativa de confiar la decisión del

asunto al órgano que —por su localización— esté en

mejores condiciones de resolver la cuestión.

III.2.c. La atribución de competencia

establecida en la norma observada derivaría, en el caso

concreto de ese tribunal de alzada, en una afectación a

la tutela judicial efectiva en relación con las demás

materias de competencia propia de ese fuero, porque el

aumento en la cantidad de procesos de amparo en los que

debe entender, la llevó a dedicar la mayor parte de sus

recursos humanos a resolver esos asuntos, poniendo en

riesgo el cumplimiento de la garantía consagrada en el

art. 15 de la Constitución provincial.

Lo anterior quedaría en evidencia al observar

las estadísticas de la Secretaría de Planificación de

esta Suprema Corte que muestran, de un lado, una marcada

curva ascendente en la cantidad de juicios de amparo que

ingresan a esa cámara (aumentando de 267 en el año 2019 a

450 en el 2023) y, de otro, la asimétrica distribución
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entre los tribunales de alzada de toda la provincia en

razón del fuero, tomando como ejemplo el año 2022 (31

para las cámaras penales, 96 para las civiles y

comerciales y 1.647 para las del contencioso

administrativo). 

 Ello, sumado al exiguo plazo legal de tres

días que tiene asignada para emitir pronunciamiento y el

elevado componente de litigiosidad que se desprende de la

atribución de competencia territorial, habrían derivado

en un colapso que impactó de modo negativo en la

celeridad de la respuesta jurisdiccional en el universo

restante de procesos en los que ese órgano interviene.

Una prueba de ese argumento, afirma, estaría

dada por la sanción de la ley 15.400 que, luego de un

estudio de datos y estadísticas, modificó la estructura

del fuero establecida por la ley 12.074. Al respecto

recuerda que esa norma pretendía cambiar la competencia

territorial de las Cámaras de Apelación en lo Contencioso

Administrativo y adicionarle a la que tiene asiento en

San Nicolás la competencia para conocer en las causas de

los departamentos judiciales de Mercedes, Moreno-General

Rodríguez (sic) y Trenque Lauquen, que actualmente son

decididas por la que tiene asiento en San Martín. Pero

esa innovación —admite— luego se vio truncada del texto

que finalmente se aprobó. 

III.2.d. El art. 17 bis, incorporado a la ley

13.928 por la modificación propiciada por ley 14.192, de

cuya exposición de motivos surge que su propósito fue

"evitar el dictado de sentencias contradictorias en

cuestiones que hacen al interés general y al orden
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público", a criterio de la Cámara, resultaría contrario

al principio de igualdad consagrado en los arts. 16 de la

Constitución Nacional y 11 de la Carta local, al importar

el reconocimiento de una garantía únicamente para

aquellos justiciables cuya acción de amparo se enmarque

en el supuesto regulado en la norma en cuestión, dejando

al resto de los amparistas sujetos a la posibilidad del

dictado de sentencias contradictorias. 

III.2.e. El temperamento expuesto en orden a la

inconstitucionalidad aquí alegada no se vería desvirtuado

por la aplicación sin reparos de ese precepto a lo largo

del tiempo desde que dicha atribución de competencia

fuera introducida en la ley 13.928, porque hay ciertas

normas susceptibles de ser consideradas legítimas en su

origen pero que pudieron haberse tornado repugnantes con

el transcurso del tiempo. 

Ello, con invocación a lo resuelto por la Corte

Suprema de Justicia de la Nación en la causa "Pedraza"

(CSJN Fallos: 337:530).

III.3. Con esos razonamientos, y tras declarar

la inconstitucionalidad sobrevenida —para el caso— del

art. 17 bis de la ley 13.928, remitió la causa a la

Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del

Departamento Judicial de La Matanza, al ser esta la

alzada natural del juzgado de origen, manteniendo la

vigencia de la medida cautelar dictada por este último

órgano (v. resol. de 20-II-2024).

IV.1. No obstante, recibido el expediente, sus

integrantes rechazaron de plano la asignación de

competencia que le estaba siendo endilgada, fundando su
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decisión en los siguientes motivos: 

IV.1.a. La doctrina de la Corte Suprema de

Justicia de la Nación que define a la declaración de

inconstitucionalidad de las disposiciones legales como un

acto de suma gravedad institucional, ultima ratio del

orden jurídico.

IV.1.b. La garantía de juez natural contenida

en el art. 18 de la Constitución Nacional está dirigida a

evitar una posible actuación arbitraria del poder

punitivo del Estado que podría facilitarse mediante el

juzgamiento por comisiones especiales, dándose

cumplimiento a dicha garantía al intervenir tribunales

creados por una ley anterior al hecho que generó la

causa, como lo son las Cámaras en lo Contencioso

Administrativo. 

IV.1.c. El legislador optó por un sistema

inicial aleatorio en la asignación de las acciones de

amparo incluyendo a todos los jueces o tribunales de

primera instancia sin otorgar relevancia a una eventual

competencia en relación de la materia, pero, en cambio,

en la instancia recursiva optó por una asignación de

competencia específica en cabeza de las Cámaras en lo

Contencioso Administrativo, siempre que en el marco del

proceso se cuestionen acciones u omisiones en el

ejercicio de funciones administrativas de alguna de las

personas enumeradas en el art. 166 de la Constitución

provincial.

En esa inteligencia, el art. 17 bis de la ley

13.928 instrumenta un sistema de organización de justicia

que resulta ajeno a la órbita del Poder Judicial, por ser
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una política inherente al órgano legislativo.

IV.1.d. El cuadro de concentración de trabajo

descripto por los magistrados del fuero contencioso

administrativo no sería ajeno al fuero penal, teniendo en

cuenta la cantidad de expedientes que, por año, ingresan

a las cámaras de toda la provincia (para el 2022, 42.596

en las alzadas penales y 8.652 en las Cámaras contencioso

administrativas, según datos de esta Suprema Corte).

IV.2. Por consiguiente, devolvió la causa a la

cámara que había prevenido (v. resol. de 29-II-2024) y,

ante la insistencia de esta última (v. resol. de

1-III-2024), quedó configurada una contienda negativa de

competencia de las que este Tribunal está llamado a

conocer por imperio del art. 7 inc. 1 de la ley 12.008

-texto según ley 13.101-.

V.1. El art. 20 inc. 2 de la Constitución de la

Provincia reformada en el año 1994 garantiza la acción de

amparo. Prevé que esta procederá "ante cualquier juez" y

le confía a la Legislatura su reglamentación. Esta amplia

atribución competencial, reconocida también con carácter

general, encuentra su mejor justificación en el carácter

manifiesto o palmario que debe reunir la conducta u

omisión lesiva de un derecho fundamental para ser

ventilada en este proceso urgente, lo cual —en principio—

no ha de requerir de una profunda especialización

material por parte del judicante.

Dicha expresión ("cualquier juez") fue

entendida tanto por el convencional constituyente (v.

Diario de Sesiones de la H. Convención Constituyente,

6ta. Sesión, 8va. Reunión, 24 de agosto de 1994, p. 1381
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a 1431), como por el legislador provincial (v. arts. 4,

ley 7.166 y 3, ley 13.928) y también por esta Suprema

Corte de Justicia (doctr. causa B. 67.530, "Maciel",

resol. de 11-II-2004), como refiriéndose a la posibilidad

de tramitar el juicio de amparo ante cualquier juzgado o

tribunal de primera o única instancia independientemente

de la naturaleza del derecho llamado a gobernar el más

complejo fondo de la controversia. Ello ha sido así, sin

perjuicio de preverse un sorteo entre todos los órganos

jurisdiccionales habilitados, a fin de evitar la

selección discrecional del foro con consecuencias casi

siempre disvaliosas para el equilibrio del contradictorio

(v. SCBA resols. 1358/06, 1794/06 y 957/09).

Eso es todo lo que contempla la cláusula

constitucional de referencia en aquello que aquí

interesa, sin que haya ordenado algo más específico

acerca del trámite procesal o su tránsito por las

instancias posteriores, cuestiones que fueron

expresamente confiadas al amplio arbitrio legislativo

(art. 20 inc. 2, cuarto párr., Const. prov.). 

Cierto es que en los litigios típicos que

tramitan ante un determinado fuero, la doble instancia

ordinaria permite escalar por apelación a la sede de un

tribunal de alzada de la misma competencia material que

la propia del de origen. Pero esto no determina de suyo

que, en un litigio de la singularidad del amparo, el

legislador no pueda adoptar un criterio diferente,

concentrando determinadas materias en el conocimiento de

los tribunales regionales, como es el caso. La asignación

constitucional del conocimiento de los casos
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pertenecientes a esta garantía se refiere solo a la

primera fase de tales pleitos, sin que haya norma

positiva que imponga necesariamente que la instancia de

apelación deba estar a cargo de los tribunales de alzada

que tienen la competencia material del órgano judicial de

origen, pues ese diseño ha sido previsto por el

legislador para dirimir otra clase de pretensiones.

Por ende, la prosecución del litigio por ante

la alzada natural del fuero de origen (arg. art. 38, ley

5.827; v. doctr. causa B. 68.351, "Serrano", resol. de

5-X-2005), aunque usual, conocida y posiblemente

conveniente desde una mirada tradicional de la política

legislativa relativa a la organización de la justicia,

importa una determinación que dista de erigirse en

postulado incontestable y está abierta a excepciones.

Sobre todo, porque la amplitud del margen de maniobra

legislativo, en lo tocante a la configuración de las

competencias jurisdiccionales y los procesos, viene

reconocida de manera muy generosa en el primer párrafo

del art. 166 de la Constitución.

V.2. De la misma reforma constitucional en la

que se instituyó la acción de amparo, surgió no solo la

habilitación referida en el párrafo anterior, que abre el

contenido regulatorio del citado art. 166, sino también

el párrafo final de este mismo enunciado, una de las

reformas más evidentes en el sistema de la Constitución

bonaerense. 

Allí se creó el fuero contencioso

administrativo, con tribunales competentes para conocer y

decidir en los casos originados por la actuación u
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omisión de la Provincia, los municipios, los entes

descentralizados y otras personas, en el ejercicio de

funciones administrativas.

La ley 12.008, con sus reformas, codificó el

proceso respectivo y la ley 12.074, sucesivamente

modificada, conformó su estructura de doble instancia

predominantemente descentralizada (conf. causa B. 72.999,

"Obras Sanitarias Sociedad del Estado", resol. de

17-VI-2015).

V.3. Atendiendo a lo que surge de ambos

preceptos, es posible concluir que la Legislatura, al

establecer respectivamente en el art. 19 segundo párrafo

de la derogada ley 7.166 (texto según ley 13.101)

—primero— y en el art. 17 bis de le ley 13.928 (texto

según ley 14.192) —después—, que en las acciones de

amparo dirigidas contra actos administrativos, omisiones

o vías de hecho, o encuadrables en los términos de la

cláusula general del contencioso administrativo regidas

por este mismo derecho, intervendrá como tribunal de

alzada la cámara de ese fuero correspondiente a la

jurisdicción donde tramita el juicio de amparo, buscó

conciliar los mandatos supralegales concernidos, de una

manera que tal vez sea opinable, pero, al menos, lo hace

de una forma judicialmente no reprochable. 

Esto último, pues se ha sostenido que la igual

jerarquía de las cláusulas constitucionales

—independientemente de la heterogeneidad de sus

contenidos (doctr. causa B. 73.126, "Saráchaga", resol.

de 6-IV-2016)— requiere que los derechos fundados en

cualquiera de ellas deban armonizarse con los que
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consagran los demás preceptos constitucionales, ya sean

garantías individuales o se trate de atribuciones

estatales (doctr. causa I. 1.235, "Fuentes", sent. de

10-X-1989; CSJN Fallos: 255:293; 272:231; 330:1989;

343:1704).

V.4. Se ha procurado así dar con una síntesis

capaz de congeniar, de un lado, la necesidad de acceder

inmediatamente a un juez presto a atender y remediar

violaciones o amenazas flagrantes a derechos primordiales

—dictando inclusive medidas cautelares— y, de otro,

acomodar los casos administrativos a la existencia de un

fuero especializado en una materia que involucra el

juzgamiento del ejercicio de la prerrogativa pública,

función ciertamente delicada que el régimen local confía

explícitamente a esa judicatura. En palabras del propio

legislador, se ha querido lograr "…una interpretación

coherente de los artículos 20 y 166 último párrafo de la

Constitución provincial que evite la dispersión

jurisprudencial en dicha materia […] prohijando un mejor

control jurisdiccional en base a la especialidad del

fuero que se pone en marcha y en la búsqueda de mayor

seguridad y certeza jurídica" (v. ley 13.101, fundamentos

https://normas.gba.gob.ar/documentos/ByMlNs4B.html).

Como revelan los textos legales, a semejante

equilibrio se llegó conservando la regla general sobre la

competencia de "cualquier juez" para intervenir como

órgano de primera instancia (art. 3, ley 13.928), pero

especificando inmediatamente que la alzada natural en

contiendas como la presente —cualificadas ratione

materiae— será, exclusivamente, la perteneciente al fuero

https://normas.gba.gob.ar/documentos/ByMlNs4B.html
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contencioso administrativo (art. 17 bis, ley 13.928

-texto según ley 14.192-). Se trata de un arreglo

estructural que, en el contexto normativo previamente

referenciado y en virtud de lo que surge del cuarto

párrafo del art. 20 inc. 2 de la Constitución provincial,

difícilmente podría fulminarse por inconstitucional con

el argumento de la supuesta fuerza normativa de aquella

universal expresión, pasando por alto el vasto margen de

configuración que el constituyente le confió al Poder

Legislativo en este tramo de la regulación para la acción

de amparo.

Por ello, si la solución legislativa plasmada

no conduce a una privación de justicia o se expone a una

adjudicación irracional de las causas, ella debe ser

respetada, aun cuando pudiera pensarse que otro modelo

organizativo pudiese ser preferible o más conveniente

(doctr. causa A. 69.346, "Orbis Mertig San Luis SAIC",

sent. de 22-VIII-2022). La condición de ultima ratio del

orden jurídico (CSJN Fallos: 200:180; 242:73; 247:387;

264:364; 285:322; 286:76; 327:1899; 342:685; 344:1952)

caracteriza el sistema de revisión constitucional de las

normas y supone confinar la posible invalidación de la

regla infraconstitucional a los puntuales supuestos en

que su repugnancia con la cláusula constitucional

invocada sea manifiesta. De tal suerte, semejante

determinación, la más delicada de las funciones

susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia,

no se abre paso ante la duda; solo es practicable cuando

fuere de estricta necesidad adoptarla (CSJN Fallos:

335:2333; 343:120) y muy clara la inconsistencia
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normativa, supuesto que no debe confundirse con la mera

opinión divergente sobre el contenido de la ley.

Por eso tampoco cabe pregonar una violación a

la garantía de la igualdad (i.e., de los litigantes),

pues la circunstancia de que el legislador contemple de

manera distinta situaciones que considera diferentes en

función de pautas objetivas y no desprovistas de motivos

plausibles, descarta la invalidación de la norma

examinada (CSJN Fallos: 313:410 y sus citas; 316:1764,

e.o.), en tanto no evidencia que tal determinación se

sustente en criterios arbitrarios o esté guiada por

propósitos de injusta persecución o indebido privilegio

("Acuerdos y Sentencias", 1986-II, 323; 1988-II, 330;

conf. causas I. 2022, "Barcena", sent. de 20-IX-2000; I.

2019, "Devia", sent. de 2-VII-2003; e.o.; CSJN; Fallos:

256:235; 270:374, e.o.).

VI.1. Esta Suprema Corte no resulta ajena al

cuadro de sobrecarga denunciado por la Cámara de

Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en

San Martín como consecuencia del aumento del caudal de

procesos que anualmente ingresan al organismo. Por ello

ha solicitado al Poder Ejecutivo la agilización de los

procedimientos tendientes a la pronta cobertura de los

cargos vacantes correspondientes a magistrados del Poder

Judicial —en general— (v. SCBA resols. 2838/15 y 900/19,

e.o.) y ha exhortado al Consejo de la Magistratura a

llevar a cabo las gestiones que sean necesarias para

optimizar el procedimiento para la cobertura del cargo

vacante de esa alzada —en particular— (v. SCBA resol.

893/22), situación que fue atendida al votarse la
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respectiva terna el 16-V-2023, comunicada al Poder

Ejecutivo el 19-V-2023.

Sin embargo, ello no la autorizaba a

desprenderse de la competencia que tiene asignada por la

ley 13.928 —so pretexto de lo resuelto por la Corte

federal en la causa "Pedraza" (Fallos: 337:530)— con el

argumento de que se estaría afectando la tutela judicial

efectiva frente al cúmulo de trabajo. Porque más allá de

que quien allí tomó la trascendental decisión lo hizo "en

su rol institucional como cabeza del Poder Judicial de la

Nación" (consid. 6°) quien, en última instancia, ejercía

superintendencia sobre la Cámara Federal de la Seguridad

Social cuyo caudal de expedientes estimó desbordado

(conf. CSJN Fallos: 156:283), la situación planteada por

la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo

con asiento en San Martín en torno a la situación

generada por el alto volumen de causas que ingresan al

organismo es replicable a la de otros órganos del Poder

Judicial de la Provincia (v. estadísticas por año, fuero

y tribunal en

https://www.scba.gov.ar/estadisticas.asp?opcion). 

Huelga decir que la declinación de la

competencia no es el método para afrontar semejante

problemática.

VI.2. Tampoco da sostén a la invocada

inconstitucionalidad que acarrearía la ley 13.928 el

hecho de que en los fundamentos del proyecto que —con

alteraciones— emergiere como ley 15.400 se haya evaluado

la posibilidad de adicionar a la Cámara de Apelación en

lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás

https://www.scba.gov.ar/estadisticas.asp?opcion
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la competencia territorial para conocer en las causas

provenientes a los departamentos judiciales de Mercedes y

Trenque Lauquen, que actualmente son decididas por la

alzada con asiento en San Martín.

Dado que semejante posibilidad

—independientemente de sus bondades— fue contemplada por

la Legislatura, cabe reiterar lo ya señalado previamente

en torno al amplio margen de acción del que ella dispone

para el diseño de las estructuras judiciales, sin que el

temperamento seguido quepa ser abiertamente descalificado

(art. 166, Const. prov.; doctr. causa A. 69.346, cit.).

Por lo demás, la creación de una segunda sala para la

Cámara en lo Contencioso Administrativo con asiento en la

ciudad de La Plata, sede del gobierno provincial, es

capaz de verse justificada debido a la regla general de

competencia territorial (art. 5 inc. 1, CCA), más allá de

las consideraciones que se han hecho sobre el tópico

(doctr. causa A. 73.732, “Agrupación Ciudadana San

Isidro”, sent. de 5-VI-2020).

VI.3. Finalmente, es útil recordar que este

Tribunal no solo ha mantenido la competencia

especializada del art. 17 bis de la ley 13.928 ciñéndola

a las cuestiones típicamente "recursivas" (conf. art. 16,

ley cit.; doctr. causas B. 71.927, "Aguirre", resol. de

9-V-2012; B. 72.319, "Galván", resol. de 27-II-2013; B.

72.531, "Sanda", resol. de 5-VI-2013; B. 73.824, Colegio

de Técnicos de la Provincia de Buenos Aires", resol. de

2-IX-2015; B. 75.136, "Casariego", resol. de 4-IV-2018 y

B. 75.350, "D.V.L.D.", resol. de 1-VIII-2018), sino que

además ha encauzado la competencia de primera instancia
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—conteniendo los desbordes que podría haber sufrido el

fuero especializado en derecho público— reiterando la

vigencia de las resoluciones dictadas en vía gubernativa

que establecen el procedimiento que debe seguirse para la

asignación de las acciones de amparo, ordenando que se

haga un sorteo entre todos los órganos jurisdiccionales

de primera o única instancia de todos los fueros. Ello,

como respuesta a la frecuente postura adoptada por los

jueces que se rehusaban a conocer en esta clase de

procesos con el único argumento de que los hechos que

motivaban su interposición subsumían en la cláusula

general que define la materia contencioso administrativa

(doctr. causa B. 77.242, "Desarrollos Educativos", resol.

de 19-VIII-2021).

VII. Por todo lo expuesto, corresponde concluir

que la declaración de inconstitucionalidad del art. 17

bis de la ley 13.928 realizada por la Cámara de Apelación

en lo Contencioso Administrativo con asiento en San

Martín no se ajusta a derecho y, por ende, declarar su

competencia para seguir interviniendo como tribunal de

alzada en la acción de amparo aquí promovida (arts. 20

inc. 2 y 166 in fine, Const. prov; 3, 16 y 17 bis, ley

13.928 y 7 inc. 1, CCA).

Por ello, la Suprema Corte de Justicia

RESUELVE:

Declarar la competencia de la Cámara de

Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en

General San Martín para conocer y decidir en el recurso

de apelación que, con fecha 30 de mayo del corriente año,

interpusiera la demandada (arts. 20 inc. 2 y 166 in fine,
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Const. prov; 3, 16 y 17 bis, ley 13.928 y 7 inc. 1, CCA).

Hágase saber a la Sala II de la Cámara de

Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento

Judicial de La Matanza lo que aquí se resuelve.

Regístrese y notifíquese de oficio y por medios

electrónicos (conf. art. 1 acápite 3 "c", resol.

Presidencia SCBA 10/20 y resol. SCBA 921/21).

‰8pè=è$kd{SŠ
Suscripto y registrado por el actuario, en la ciudad de
La Plata, en la fecha indicada en la constancia de su
firma digital (Ac.SCBA 3971/20).
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